Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de España a excluir a las personas físicas como sujetos obligados al pago de tasas judiciales, presentada por el GP Socialistas de Navarra.

SR. PRESIDENTE: Pasamos al noveno punto del orden del día: Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de España a excluir a las personas físicas como sujetos obligados al pago de tasas judiciales, presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas de Navarra. Para la presentación de la misma tiene la palabra el señor Lizarbe.

SR. LIZARBE BAZTÁN: Gracias, señor Presidente. Buenos días, señorías. No se preocupe, señor Presidente, que a eso de que nos han dejado solos a los de Tudela, y no lo digo por los miembros de la Mesa, suele haber una réplica, que es, más vale solos que mal acompañados, y no lo digo por los miembros de la Mesa, sino por otra cosa que se imaginan todas sus señorías. Eso son percepciones, señor Pérez Prados, cada uno piensa lo que quiere y lo dice como mejor le parece.

 Pero a lo que vamos. En un Estado de derecho lo importante es poder acceder a los tribunales con facilidad, por eso, en el siglo XIX, cuando se hizo la nueva demarcación de planta judicial con los liberales, que ahora estarían en el Partido Popular pero entonces eran verdaderamente avanzados, pusieron juzgados en cualquier sitio para que la gente pudiese ir fácilmente. Es verdad que siempre hay que ir con un buen abogado, o al memos con un abogado, lo que no puede ser es que además de que te cobre tu abogado tengas que pagar por ir al juzgado, solo por ir, porque eso es una dificultad añadida y en muchos casos insalvable. Es tan insalvable que el Partido Popular ha conseguido por primera vez en la democracia actual española que descienda la litigiosidad. ¿Por qué?, ¿porque la gente se conforma con no reclamar sus derechos? No, porque tiene que pagar por ir al juzgado. Ese es un principio que viene de antiguo, de la Constitución de Cádiz, y, por lo tanto, no hay que poner trabas para que la gente pueda ir a reclamar sus derechos al juzgado, porque no solamente es que a veces no cumpla la Administración, es que hay pleitos entre particulares y las partes nunca han sido iguales, a pesar del principio liberal de que todos somos iguales. Sí, pero diferentes, unos tienen más y otros menos. Y normalmente en los pleitos entre particulares, si el que tiene menos, además de pagar a su abogado y a su procurador, tiene que pagar al juez, que las tasas son para pagar al juez, no al juez que juzga, sino al sistema judicial, se merman los derechos fundamentales de las personas. Una democracia es plena cuando hay fácil acceso a la justicia , cuando no hay acceso a la justicia pierde la democracia. 

En esto llegó Gallardón y dijo: el que quiera pleitear que se lo pague y que nos lo pague, porque aquí no hay nada gratis. A partir de eso, desciende la litigiosidad, y eso es un error. Así, la democracia simplemente va bajando de intensidad claramente, y esto es lo que ha hecho el Partido Popular. 

Por eso, señorías, en aras de la brevedad, y como es evidente lo que digo y lo que pone en la moción, la doy por reproducida y espero el voto de todas sus señorías, incluidos los cuatro Parlamentarios del Partido Popular, porque aquí no se trata de ver si somos más españoles, más navarros u otras cosas, lo importante es somos más o menos ciudadanos. Y los ciudadanos somos ciudadanos no solamente por el título de ciudadanía, sino por los derechos que podemos ejercer fácilmente. Por lo tanto, aquí hay que apelar no a las sensibilidades ideológicas, ni a los temas identitarios, hay que apelar a cuánto queremos ser de ciudadanos, ciudadanos plenos, y con las tasas judiciales somos menos ciudadanos. Por lo tanto, espero y confío, para eso he salido a hablar, en haber convencido a todas sus señorías y que, por lo tanto, todos y todas voten a favor. Nada más y muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias a usted, señor Lizarbe. A continuación, vamos a abrir un turno a favor y otro en contra. ¿Turno a favor? Señor Caballero, de Unión del Pueblo Navarro, ¿desde el escaño? Adelante.

SR. CABALLERO MARTÍNEZ: Muchas gracias, señor Presidente. Intervendré desde el escaño porque creo que el tema es muy claro. Nosotros dejamos clara la postura de Unión del Pueblo Navarro en las Cortes cuando nos opusimos a la tramitación y al contenido de la ley de tasas, y el texto de la propuesta que se nos presenta también es suficientemente claro. Más allá de que lo que se plantea es excluir de las tasas a las personas físicas como sujetos obligados de las mismas, y nosotros incluso estaríamos a favor de que se suprimiesen para todo el mundo, pero creo que la clave es la frase en la que pone “garantizar que nadie vea limitado su derecho de acceso a la justicia por no poder hacer frente al pago de la tasa judicial”. 

Evidentemente, estamos ante una ley y ante un tema que yo creo que ha constituido una auténtica cadena de despropósitos, es quizás el primer texto legal en el que el Ministro ha conseguido que todos los que intervienen en el ámbito de la justicia manifiesten su oposición a su actuación, es la primera ley que se modifica a los dos meses, además, por la vía de un decreto ley, con una modificación que es de todo punto insuficiente porque no modifica ni la cuantía fija de las tasas ni modifica el hecho imponible ni modifica las exenciones y, en cualquier caso, la reducción a abonar por la vía de reducir el variable va a determinar que siga sin atenderse a la real capacidad económica de los ciudadanos, en definitiva, estamos, como digo, ante una auténtica cadena de despropósitos que ha sido fruto de la improvisación, fruto de la imposición y, evidentemente, fruto de una clara y manifiesta falta de diálogo. Además, nos preocupa que, efectivamente, no se puede confundir tratando de ligar la cuestión de las tasas judiciales a la justicia gratuita, porque, en definitiva, la imposición de tasas sigue reforzando la posición de los poderosos, la posición de las grandes empresas, la posición de los bancos, de tal forma que lo que hace es establecer una auténtica limitación del acceso a la justicia de las personas que tienen que pleitear contra estos poderosos, y cualquier limitación del acceso a la justicia afecta, evidentemente, a la paz social. 

Nosotros, además, queremos destacar que nos produce una grandísima preocupación que se hayan generado y generalizado las tasas en espacios que, en definitiva, vienen a suponer una suerte de impunidad para la Administración porque ya solo falta que cuando el ciudadano tiene que actuar frente a la Administración Pública, cuando tiene que defender sus derechos frente a la Administración Pública tenga que pagar para poder defenderse frente a una multa, frente a un requerimiento incorrecto o simplemente para defender sus derechos en unas oposiciones. Yo creo que no hay más que ver la reducción de la litigiosidad que se ha producido en el ámbito de lo contencioso-administrativo. Es un tema que nos debería preocupar enormemente porque no hay ninguna duda de que el ciudadano siempre pleitea frente a la Administración en posición de inferioridad y si, además, ahora se le ponen tasas la situación es todavía mucho peor, y digo que es mucho peor cuando se suma el riesgo de las costas, que se introdujeron en el ámbito contencioso-administrativo en otro mal momento, digámoslo así, del legislador. Nosotros pensamos que lo que hay que hacer es garantizar la defensa frente al poder. Lo que hay que hacer es tratar de garantizar en la mayor medida posible la igualdad de las partes en el proceso y, en definitiva, estamos radicalmente en contra de esta imposición de tasas judiciales. Nada más y muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias a usted, señor Caballero. Por el Grupo Parlamentario Bildu-Nafarroa le vamos a dar la palabra al señor Amezketa.

SR. AMEZKETA DÍAZ: Eguerdi on, señorías. Muchas gracias, señor Presidente. La primera intención era haber hablado desde el escaño en aras de la brevedad, pero después de oír la última intervención en la que se ha expresado la posición de UPN frente a los poderosos casi me he visto obligado a salir aquí para ampliar un poco las opiniones que tenía. 

Hay una cosa en la que no estoy de acuerdo con usted, señor Lizarbe, en que esa ley que se hizo en noviembre fue un error. No estoy de acuerdo con usted. Es una ley que no vale, pero no erró quien hizo la ley. El que hizo la ley sabía lo que hacía, y por eso la hizo, porque defendía y defiende unos intereses determinados y perjudica a otro tipo de ciudadanos, pero no por equivocación, no por error. ¿Es errónea la ley en el contexto que usted defiende y yo también? Por supuesto. Pero no en el del que la hizo.

El Constitucional tiene dicho y escrito que la gratuidad de la justicia se configura como un derecho subjetivo cuya finalidad es asegurar la igualdad de defensa y representación procesal al que carece de medios económicos, constituyendo al tiempo una garantía para los intereses de la justicia, y cuando habla de intereses de la justicia no está hablando de los intereses económicos de la justicia, sino de los intereses de la justicia, que es eso, poder hacer de verdad justicia. 

Y el Gobierno del Partido Popular, tan constitucionalista él, por lo menos últimamente, no sé si siempre ha sido igual, me parece que no, pero igual es que la memoria me está jugando alguna mala pasada, repito, tan constitucionalista ahora, coge este derecho dejado absolutamente claro por el Constitucional y en un momento en el que lo que quiere es ahorrar dinero en prestaciones sociales, y la justicia gratuita al final, además de posibilitar acceder a la justicia no deja de ser una prestación, se dedica a recortarlas, entre otras cosas porque tiene me parece que son cien mil millones dados  a los bancos, vía Europa, Europa los ha dado a los bancos, pero pasando por el Gobierno para garantizarse que eso computa la deuda y todas estas cosas, y para poder cubrir eso va a sacar el dinero de otro sitio, y entonces se dedica a reducir prestaciones, en este caso esta, porque tiene que mantener los déficits ordenados desde las grandes instancias financieras en este caso a través de Bruselas. 

Y, claro, me sorprenden las palabras del portavoz de UPN, que, grosso modo, creo que podría firmarlas absolutamente todas, porque lo mismo que estamos denunciando aquí es lo que ocurre en Navarra con los presupuestos que pone en marcha Unión del Pueblo Navarro. Es exactamente el mismo mecanismo. El señor Gallardón, paladín de la justicia donde puede haber paladines, no tiene la menor reserva en aplicarlo y, efectivamente, lo hace, de entrada, generando una indefensión ciudadana porque hay un montón de ciudadanos que no pueden afrontar este pago y, como ya se ha dicho, entre protestas generalizadas, que no sé si puede haber más: jueces, abogados fiscales, procuradores, asociaciones de todo tipo, y, además, tres meses después, en febrero me parece que fue, tiene que reconocer que aquello estaba mal y hace un real decreto que dice que la aplicación de la ley, la de noviembre, ha puesto de manifiesto que, pese a que las tasas en abstracto y por sí mismas no se consideran lesivas de derecho alguno, podrían llegar a darse casos concretos e individualizados en los que la cuantía fijada de la tasa resultaba excesiva. Incongruencia: ¿pueden o no pueden? No se puede decir que no puede para luego reconocer que se dan. Y dice: Consecuentemente, aun partiendo de la legitimidad de la vigente configuración de la tasa, es necesario arbitrar los mecanismos que eviten que ni siquiera con carácter residual las cuantías de las tasas puedan generar efectos indeseados. Primero, reconocimiento de que está generando efectos indeseados no por el legislador, indeseados por la ciudadanía. Bien, ese decreto ley –real decreto ley, me parece que es- no resuelve en modo alguno lo hecho por la ley anterior. O sea, el mismo decreto ley reconoce que ha habido ocasiones en que el costo de las tasas podía ser superior, era superior al 50 por ciento, o sea, limita que en todo caso las tasas no sean superiores al 50 por ciento de la reclamación. ¿Cómo eran antes? 

Estamos de acuerdo con la moción presentada, estamos de acuerdo con que hay que dar marcha atrás, pero en todos los sentidos, más ampliamente de lo que se ha hecho hasta ahora, y estamos de acuerdo en que una vez más es la ciudadanía más necesitada, con menores posibilidades, la que a través de recibir menores servicios tiene que hacer frente al pago de las grandes deudas generadas fundamentalmente por las propias instituciones financieras. Insisto, cien mil millones aproximadamente debe ser la deuda, yo creo que Navarra anda por el 1,6 cuando hablamos de conciertos, de cargas generales de Estado y de tal y cual. Creo que andamos por esa cifra, ¿no? Algo así me parece que es, el 1,6. Eso quiere decir que de esos cien mil nos tocan mil seiscientos, que dan para regularizar nuestro presupuesto unos cuantos años. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias a usted, señor Amezketa. Por el Grupo Parlamentario Aralar-Nafarroa Bai tiene la palabra el señor Zabaleta.

SR. ZABALETA ZABALETA: Egun on, buenos días. Por la fecha de esta moción, 5 de diciembre de 2012, ya ha quedado un poco obsoleta, pero eso no es culpa del grupo parlamentario que la propone, porque esta ley ya ha sido modificada, pero ha sido mal modificada, poco modificada e insuficientemente modificada. 

El principio que en esta moción se defiende es el mismo que ya fue objeto de una declaración institucional. En aquella declaración institucional este Parlamento se mostró en contra de la ley de tasas porque es una ley injusta, pero, además, es una ley ineficaz. Efectivamente, es injusta, en primer término, tal y como se indica con algunas referencias y como ha sido repetido también por los portavoces que me han precedido en el uso de la palabra, porque dificulta el acceso al último resorte, que en las relaciones humanas y en las relaciones sociales es el recurso a la justicia, a las partes más débiles y se lo dificulta porque el planteamiento que nos tenemos que hacer es –antes hablábamos de desahucios– aquel en el que una persona se tendría que poder defender frente a los poderes financieros, frente a los bancos. Y frente a los bancos, el poderse defender, por ejemplo, en cuestiones de intereses excesivos e intereses pactados en la letra pequeña de las pólizas, esa que no se lee nunca, es poco menos que imposible. Ha sido poco menos que imposible durante veinte años y ha sido, además, no atendido durante todos estos años. 

Esa injusticia en cuanto a los débiles se produce también cuando se tiene que recurrir a la justicia en contra de la Administración y esa injusticia se reproduce también cuando se tiene que acudir en contra de las empresas. Pero es que, además, esa injusticia está también en todos los órdenes de la vida. ¿Qué diría el señor Ruiz Gallardón si alguien le comentase aquello de que hay que pagar también a la policía? Hay que pagar a la policía. Y si la policía no actuase, salvo para quien le pagase, fíjense ustedes la de chistes que se pueden hacer con ese tema, podrían hacerse chistes en todos los sentidos. Bueno, pues la ley de tasas judiciales es un chiste macabro, porque hay que pagar en tasas judiciales cuando ese es el último recurso y el último resorte que queda frente a tantas injusticias que vivimos y frente a las que en ocasiones no queda más que el recurso a la pataleta.

Por lo tanto, esta moción, que reproduce el principio de que nadie vea limitado su derecho de acceso a la justicia por no poder hacer frente al pago de la tasa judicial, que aun así es en ocasiones muy difícil porque luego están las costas y luego están los gastos, es un principio al que toda persona con un elemental sentido de la justicia no puede decir que no. ¿Quién puede decir que no a que alguien se vea privado del acceso a la justicia, que es el último recurso, por no poder hacer frente a las tasas judiciales? Bueno, pues a eso es a lo que tenemos que votar que sí y a eso es a lo que tenemos que votar que sí, además, sabiendo que el sostenimiento de las tasas judiciales, igual que el de la policía e igual que el de la Administración, se tiene que hacer por vía de los recursos fiscales que son el cauce de equiparación de todas las aportaciones al funcionamiento de lo público y, si no, no es justo. Votaremos favorablemente.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Zabaleta. Señor Mauleón, por el Grupo Parlamentario Izquierda-Ezkerra, desde el escaño, adelante, por favor.

SR. MAULEÓN ECHEVERRÍA: Egun on guztioi. Buenas tardes ya a todos y a todas. Señorías, yo diría que probablemente una de las estupideces más grandes que se han dicho últimamente en horario de máxima audiencia y con mensaje dirigido a la nación fue aquello de que todos somos iguales ante la justicia. Pues es evidente que no lo somos ahora y tampoco se era antes, pero, evidentemente, ahora se es mucho menos. 

Yo diría que la política del Partido Popular en esta materia es un suma y sigue a la que se le hace en educación y en sanidad, es hacer un Estado de bienestar para ricos, es hacer una educación para ricos, una sanidad para ricos y ahora una justicia para ricos. Es evidente, ya se ha dicho, que con estas tasas judiciales se está beneficiando a grandes compañías telefónicas, compañías de seguros, entidades bancarias ante las que el ciudadano medio común se va a ver muchísimo más desprotegido porque hay que sumar estas medidas a lo que ya de por sí tenía que pagar, que suponía un importante desembolso, porque hay que pagar al procurador, hay que pagar al abogado, hay que pagar un informe pericial o médico cuando se reclama, por ejemplo, a un seguro por un accidente o por el fallecimiento de un cónyuge, un hijo, un padre, etcétera, por lo que se va a ver absolutamente perjudicado. También se van a ver perjudicados tantas y tantas pymes y micropymes cuando reclaman deudas por trabajos realizados, y muchas de ellas, por el cúmulo de esos impagos, se están viendo abocadas a su desaparición.

Por tanto, señorías, la verdad es que esta es una cuestión de extrema necesidad, hay que intentar modificarla. Si además de limar el Estado de bienestar limamos también el Estado de derecho, que es lo que supone esta medida, al final, estamos perpetuando una sociedad absolutamente clasista en la que solo se protege, precisamente, a los más favorecidos. Eskerrik asko. 

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias. ¿Turno en contra? Tiene la palabra el señor Villanueva.

SR. VILLANUEVA CRUZ: Gracias, señor Presidente. Buenos días de nuevo. La verdad es que el señor Mauleón al final siempre me da juego porque, una vez más, vuelve a hablar de la destrucción del Estado del bienestar por parte del Partido Popular, del afán que tenemos de destruir todos los cimientos por los cuales los ciudadanos disfrutan de unos magníficos derechos, etcétera. Yo le tengo que decir, sinceramente y con todo el cariño, que la única ideología que destruye verdaderamente el Estado del bienestar y que no fomenta en absoluto su mantenimiento y su sostenibilidad es la que ustedes defienden todos los días en este Parlamento, en otros Parlamentos y también en el Congreso de los Diputados y en el conjunto de las instituciones, puesto que parece que para ustedes todo es gratis o que para los ciudadanos todo es gratis. Y aquí se está hablando mucho de justicia gratuita, y nosotros estamos de acuerdo en que debe existir la justicia gratuita, pero eso no quiere decir que la justicia sea gratis, como tampoco lo es la educación y tampoco lo es la sanidad.

Yo creo que sí hay una diferencia conceptual, señor Zabaleta, y se la voy a explicar. Hay elementos que son tan básicos –no voy a decir que sean más básicos que la propia justicia, pero que son absolutamente básicos como la sanidad y como la educación, a los cuales todos los ciudadanos accedemos de manera continuada a lo largo de nuestra vida– que está perfectamente justificado que se financien a través de los impuestos de manera directa. Y, sin embargo, siendo la justicia un elemento absolutamente básico de defensa de los derechos ciudadanos, como bien decía el señor Lizarbe en su intervención, que, por cierto, ha sido de un tono amabilísimo con el Partido Popular, lo cual yo agradezco, tengo que decir que está justificado que haya una pequeña imposición de tasas, puesto que verdaderamente el sistema judicial –y el señor Caballero ha sido Consejero del ramo y conoce perfectamente de lo que estoy hablando– tiene algunas carencias que pueden ser solventadas precisamente con la imposición de determinadas tasas.

Yo quiero recordar que en el conjunto de la Unión Europea la media que suponen las tasas judiciales que pagan todos los ciudadanos, que son tan ciudadanos en sus países como lo somos nosotros aquí en España, es del 30 por ciento respecto del presupuesto total de la Administración de Justicia de sus respectivos países. Sin hablar del caso de Alemania, que como está demonizado, parece que no se puede hablar, pero en ese caso llega al 45 por ciento del presupuesto total de la Administración de Justicia. Y aquí estamos hablando de que las medidas que ha propuesto el Ministro Gallardón del Partido Popular alcanzarían el 10 por ciento del total del presupuesto de la Administración de Justicia. Por lo tanto, no parece que sea nada descabellado.

Por cierto, para poner todo en su contexto. El señor Gallardón no se levantó un día y decidió reformar la justicia e imponer unas tasas porque sí. Yo quiero recordar que ninguna asociación de jueces ha desmentido aquello que dijo en un acto público y es que los propios jueces habían solicitado en más de una ocasión que se reformaran las tasas y que se aplicaran. Hay que recordar que desde el año 2002 se aplicaban ciertas tasas y este Gobierno, el Gobierno del Partido Popular, ha decidido ampliar y proteger más, efectivamente, señor Lizarbe, a los que menos tienen, pero hacer que el sistema sea sostenible porque, como ustedes bien saben y repito, tiene muchísimos problemas.

Se critica la rectificación a través de un real decreto. Esto es muy curioso, si se imponen y no se atienden las críticas o las reflexiones de otros grupos, mal y cuando se rectifica, peor. Efectivamente, ha habido una rectificación y al Partido Popular no le importa en absoluto reconocer que así ha sido, pero yo creo que ustedes lo que deberían hacer es precisamente poner en valor cómo este Gobierno, el Gobierno del Partido Popular, aun teniendo esa mayoría absoluta, que tampoco les gusta, ha sido capaz de ser sensible ante las demandas de los profesionales y también de los ciudadanos y suavizar, podríamos decir, efectivamente, en algunos aspectos o moldear de alguna manera la ley que se pretendía impulsar y que finalmente se ha impulsado.

Por lo tanto, efectivamente, se han mejorado las posiciones iniciales. Como aquí se habla mucho de lo general y poco de lo concreto, quiero hacer algunas puntualizaciones para que quede perfectamente claro en qué afecta esto a los ciudadanos. Saben bien que se aplica en primera instancia en lo Civil, en lo Contencioso Administrativo y en lo Social en el recurso, por cierto, si el que recurre es el trabajador, con una rebaja de la tasa aplicable del 60 por ciento; exentos, aquellas personas físicas –por cierto, señor Lizarbe, las jurídicas también son importantes, las empresas también tienen su importancia– con menos de 2,5 veces el IPREM, es decir, 15.975 euros anuales de ingresos. Los procesos penales, que representan el 72 por ciento de los procesos en la Administración de Justicia, exentos; los procesos de capacitación, filiación y que afectan a menores, exentos; la protección de los derechos fundamentales, exenta. En lo civil, los juicios monitorios y verbales inferiores a dos mil euros, exentos. En las ejecuciones hipotecarias, a las que aludía el señor Zabaleta, hay que recordar que hasta ahora las tasas en los procesos las pagaban las entidades financieras, los bancos y después eran los pobres desahuciados quienes debían reintegrarlo, a partir de ahora no. Divorcios de mutuo acuerdo, tampoco. Y en los incumplimientos de laudos en asuntos de consumo, tampoco. Además, hay que recordar que el importe de las tasas va incluido en las costas y que, obviamente, si el demandante obtiene la razón por parte de la justicia, en ese caso, se recupera. 

Por lo tanto, yo creo que tenemos que ser en esto, como en tantas otras cosas, rigurosos con lo que se dice. No podemos confundir a la opinión pública, los ciudadanos no pueden pensar que todo es gratis. Tiene que haber ciudadanos que, evidentemente, estén protegidos por el Estado y que, en este caso, tengan garantizada a través de la justicia gratuita el acceso a la misma, pero lo que no se puede trasladar es la idea de que la justicia es gratuita. La justicia es gratuita, pero no es gratis. La justicia cuesta dinero y el sistema judicial en este país tiene muchos problemas, algunos de los cuales se solucionan con las tasas. Y voy a poner un ejemplo, yo creo que todos pensamos que quien acude a la justicia es porque verdaderamente lo necesita, pero sí hay en el sistema judicial español algunos mecanismos que, evidentemente, no funcionan, fundamentalmente los recursos. Miren, para evitar los abusos, el 90 por ciento de los recursos de casación que se interponen confirman lo dictado en primera instancia y en los recursos de apelación la confirmación en lo dictado en primera instancia es del 75 por ciento.

Por lo tanto, no se trata de destruir el Estado del bienestar, no se trata de atacar los derechos de los ciudadanos, no se trata de que en España los ciudadanos seamos menos ciudadanos que en el resto de Europa –ya he explicado cómo en el resto de Europa el sostenimiento del sistema judicial es mayor a través de las tasas de lo que va a ser aquí–, se trata simplemente, como en tantas otras cosas que el Partido Popular tiene ahora mismo la obligación de administrar y gestionar, de poder racionalizar los recursos disponibles y de mantener un sistema que, siendo bueno es, evidentemente, mejorable y, por lo tanto, en eso va a seguir trabajando el Partido Popular. Gracias.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias a usted, señor Villanueva. Turno de réplica, señor Lizarbe.

SR. LIZARBE BAZTÁN: Gracias, señor Lizarbe. Quiero agradecer a todas sus señorías su apoyo, excepto a los cuatro Parlamentarios del Partido Popular, que no van a votar a favor. Lógicamente, cada uno vota lo que quiere, pero, mire, señor Villanueva, le agradezco que esto no sea culpa de la herencia recibida. Piropo por piropo. Por cierto, ciudadanos solamente son las personas físicas ¿eh?, titular de derechos, los ciudadanos, ya lo dijo san Pedro, que yo soy ciudadano romano, o sea, san Pablo, –perdón, gracias– los derechos de los ciudadanos, no de las personas jurídicas, que son constructos que hacemos las personas físicas, los derechos civiles son de las personas físicas, por lo tanto, hombre, a ver si va a tener aquí derechos Petronor. 

Dice usted que el 90 por ciento de los recursos de casación se pierden. ¿Quitamos el Supremo?, como todo el que va pierde, nueve de cada diez, ¿lo quitamos? Es un garante de los derechos y, por lo tanto, el derecho de recurso es el derecho de recurso. Y toda la gente que no tiene razón, que va a pleitear, pues que no vaya... Hombre, es que hay que facilitarles el que vayan. Yo reconozco que, en fin, menudo papelón le ha tocado a usted hoy ¿no? Por cierto, yo solo he visto a los jueces con toga manifestarse tres veces en mi limitada historia temporal: primera, cuando mataron a los abogados de Comisiones Obreras; segunda, contra los crímenes de ETA, en ambos casos con muchísima razón; y, tercera, contra ustedes, contra el Partido Popular. Ya es difícil que los jueces se pongan la toga y se vayan con una pancarta. Pues ha pasado tres veces en la historia reciente de España, por el asesinato de aquellos fascistas que mataron a los abogados laboralistas de Atocha, en el caso de los crímenes de ETA y contra el Ministro Gallardón. Hombre, señor Villanueva, vamos a ver, que aquí no se puede defender todo, solo se puede defender lo defendible, pero lo indefendible no. Y, por cierto, es que no solo son las tasas, es mucho más, suprimimos los jueces suplentes. Y, por ejemplo, si a usted lo despiden o a mí, no digo de la política, que eso lo deciden los ciudadanos como todo el mundo sabe, sino de nuestro trabajo, igual tenemos el juicio por despido con suerte, y estamos en marzo, en el mes de diciembre, y mientras tanto, ¿qué hacemos? Esa es la reforma de la justicia que está haciendo el Partido Popular, es que es así, y Navarra no es de los peores sitios, porque los jueces aquí trabajan mucho, pero en cualquier otro lugar, en Madrid o en Barcelona, un acto de conciliación o un acto judicial tarda un año y medio en lo Laboral, no hablemos ya de lo Contencioso, de lo Penal, de lo Civil.

Por lo tanto, no es solamente poner dificultades para acceder a la justicia, no es solamente, como bien decían el resto de los portavoces, un atentado al Estado del bienestar social, es un atentado al Estado de derecho previo al Estado del bienestar social. Si hay derechos y no es posible fácilmente pedir su aplicación, cae el mismo Estado de derecho. Que no se puede poner una tasa. Esto, y entiéndanme sus señorías, es más grave que la privatización de la salud o que la pérdida de derechos en educación, porque son derechos del siglo XIX, es que es el Estado de derecho, y encima que lo hagan ustedes, que son, como ha dicho muy bien el señor Zabaleta, los más constitucionalistas... Tienen una forma de interpretar la Constitución que es casi mejor que no hagan nada. Ustedes no solamente van en contra del Estado del bienestar social, que eso es evidente, público y notorio, es que van en contra del Estado de derecho. No hay jueces suplentes, les hacemos esto, lo otro y no sé qué y se manifiestan. Pero, hombre, por favor, ¿qué quieren ustedes?, ¿que tengamos derechos y no los podamos exigir? Eso es lo que están haciendo. ¿Que tiene que haber tasas? Sí, hombre sí, si no pasa nada porque haya tasas, pero no estas tasas, porque estas tasas ahuyentan al justiciable, y, además, el dinero que sacan no lo invierten en mejorar la justicia porque no aumentan el número de jueces.

En consecuencia, simplemente tenemos menos posibilidades de ejecutar nuestros derechos constitucionales desde que están ustedes. Yo por eso digo, bueno, a ver si en esta ocasión en algo que es tan evidente el Partido Popular vota que sí en Navarra, que tampoco hay que tenerle tanto miedo a Madrid, porque esto es la sede o de la soberanía popular o de la representación ciudadana, pero en todo caso de Navarra y somos navarros los que estamos aquí y representamos a los navarros. Es que la gente que ahora va al juzgado, además de que lo está pasando mal, es que tiene que pagar.

Solamente le ha faltado al señor Villanueva decir una cosa, la maldición gitana: tengas pleitos y los ganes. Buenos días.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Lizarbe. Una vez producido el debate, vamos a pasar a la votación. Señorías, comienza la votación. (Pausa) Vamos con los votos delegados. Por favor, ¿señora Ruiz?

SRA. RUIZ JASO: Bai.

SR. PRESIDENTE: Gracias. ¿Señor García Adanero, por favor?

SR. GARCÍA ADANERO: Sí.

SR. PRESIDENTE: Muchas gracias. Señora Secretaria, por favor, resultado final de la votación.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Esporrín Las Heras): 45 votos a favor, 4 en contra y ninguna abstención.

SR. PRESIDENTE: Por lo tanto, señorías, queda aprobada la moción. 

